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Resumen.

Esta ponencia hace una comparación de los regímenes municipales de Argentina y México. Se analiza el papel que tiene el municipio en estos países federalistas latinoamericanos  y su expresión en las relaciones fiscales con las provincias o estados. El  punto de partida son las leyes que regulan el régimen municipal y las normas fiscales de ambos países. Es sorprendente que siendo regímenes municipales tan diferentes, tengan en común estar sumamente subordinados política y financiera a los estados o provincias y al gobierno nacional, sobre todo porque son países constituidos en un sistema federalista.

Introducción.
La finalidad de esta ponencia es comparar dos regímenes municipales en un contexto federalista y analizar el papel que juegan los municipios en las relaciones fiscales en Argentina y México. 
El tema del federalismo en América Latina es muy importante para este XXX congreso ALAS, debido a la importancia que deberían tener las facultades y atribuciones financieras y políticas para los gobiernos locales, sobre todo si consideramos el gran centralismo que prevalece en la región.
La hipótesis de este trabajo es que los municipios en América Latina aun en sistemas federalistas están subordinados a los gobiernos estatales y federales, tanto política y financieramente. La elección de Argentina y México, responde a que ambos países  tienen en común un mismo origen histórico y adoptaron como sistema político el federalismo. 
Las partes que se abordan en este análisis son el régimen y competencias municipales, las características generales del federalismo y el sistema de coparticipación fiscal sobre todo a nivel municipal. 
Esta ponencia es producto del proyecto de investigación SIP-IPN 20150971 “Análisis de las relaciones fiscales intergubernamentales de los municipios en México y Argentina” el cual se encuentra en proceso.
1.- El municipio y América Latina.
El debate sobre la cuestión municipal en  América Latina está presente desde principios del siglo XIX cuando iniciaron las guerras de independencia, la discusión estuvo influida por independencia de las 13 colonias norteamericanas y la revolución francesa. La disyuntiva giró en torno a estado centralizado versus soberanía de las ciudades, igualdad jurídica contra privilegios estamentales, centralización del poder o su distribución con los poderes locales. A pesar de este debate solo tres países adoptaron el federalismo: Argentina, Brasil y México. Desde entonces la región latinoamericana se ha caracterizado por una gran centralización de las decisiones políticas y económicas. Los gobiernos subnacionales (estados o provincias y municipios), han quedado subordinados al gobierno central, quién además de tomar las principales decisiones también se ha apropiado de la mayoría de los recursos fiscales. 
2.- Argentina; federalismo y régimen municipal.
Argentina está organizada en tres ámbitos de gobierno: el  nacional, 23 provincias, Ciudad de Buenos Aires, y 2,252 gobiernos locales, se rige por la Constitución Nacional  de 1853 reformada en 1994, adopta para su gobierno la republicana federal representativa (Falletí 2004, 9-11)

Si consideramos que conforme a la teoría del federalismo, que cada orden de gobierno es autónomo y que los poderes legislativos y ejecutivos de cada orden de gobierno se eligen por voto popular, podríamos considerar que el federalismo argentino entonces  se compondría de tres ámbitos de gobierno: el federal, provincial y municipal; sin embargo, cuando se indaga el tipo de relaciones intergubernamentales sobre todo fiscales se revela un federalismo imperante de dos ordenes de gobierno; el nacional y las provincias, y un tercero, el municipal, totalmente sometido al poder provincial.
La Constitución Nacional Argentina (1994) determina que los municipios son parte del régimen provincial, “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal,” en el artículo 123 refiere que las provincias deben asegurar la autonomía municipal “Cada provincia dicta su propia constitución, conforme lo dispuesto al art. 5 asegurando la autonomía municipal y relegando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero” A pesar de que la Constitución Nacional contempla que los municipios deben tener autonomía, en la práctica están totalmente subordinados a los gobiernos provinciales.
El federalismo argentino de dos órdenes de gobierno (nacional y provincial) se enfatiza aún más en las relaciones fiscales. La Ley de Coparticipación Federal 23.548 contempla la distribución de recursos fiscales solo entre la Nación y las Provincias. A su vez, casi todas las Provincias tiene su propia ley de distribución de recursos fiscales con los municipios, excepto Jujuy, San Juan y la Rioja (Díaz  2013,12)
2.1 Categorías de municipios argentinos.
En Argentina no existe un régimen municipal único, las constituciones provinciales determinan los criterios para el establecimiento de categorías municipales o niveles de gobierno local; algunas otorgan las mismas competencias por igual a todos los gobiernos locales, como la provincia de Buenos Aires y Mendoza, mientras que otras definen varios niveles diferenciales (Cravacuore 2007, 27). 

Otra las principales diferencias entre los municipios argentinos es que no todos tienen carta orgánica y Consejo Deliberante (poder legislativo local). De los 2,252 gobiernos locales; 1,151 son considerados municipios y 1,101 gobiernos locales sin jerarquía municipal (Iturburu  2001, 130).
2.2 Competencias administrativas y fiscales de los municipios argentinos.
Las competencias y atribuciones de los municipios argentinos dependen de cada una de las 23 Constituciones provinciales. 
Las provincias argentinas han otorgado muy pocas atribuciones fiscales a los municipios, éstas dependen de la categoría del municipio y de las leyes de coparticipación provincial. Las provincias establecen porcentajes de coparticipación en leyes especiales, las excepciones se encuentran en las provincias de Jujuy, La Rioja y San Juan que se rigen mediante acuerdos transitorios anuales en cada uno de los municipios (Díaz 2013,12-13).
Son pocos los municipios que tienen atribuciones para cobrar impuestos (Córdoba, Chaco, Chubut, Formosa, Salta). La mayoría solo recaudan tasas por servicios públicos. Éstos pueden variar entre: alumbrado, barrido y limpieza, inspección, seguridad e higiene, servicios sanitarios, conservación de la red vial, permiso de edificación, derechos de oficina, derecho de ocupación de  dominio público, contribución de mejoras, multas y recargos, infracciones de tránsito, tasa sobre energía eléctrica,  publicidad y propaganda (Smulovitz 2004, 48).
3.- México; federalismo y régimen municipal.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece en su artículo 115 constitucional que “los estados adoptaran  para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre”, Las 31 entidades federativas han adoptado el municipio libre como base de su división territorial, organización política y administrativa. 

En México los 2,457 municipios tienen las mismas facultades políticas y económicas, independientemente de su tamaño o número de población. De manera que no existen  legalmente “categorías de municipios”. Esto no implica que los municipios sean iguales, son heterogéneos tanto en el número de habitantes y en desarrollo económico, como los argentinos. A pesar de que  La Constitucional Mexicana, establece un solo régimen municipal  y con ello jurídicamente un solo tipo de municipio con los mismos derechos políticos, ésta reconoce la diferencia cultural y política de los municipios con población indígena, estipula que éstos pueden regirse por las tradiciones y normas internas.

3.1 Competencias administrativas y fiscales de los municipios mexicanos.
El artículo 115 de la Constitución Nacional establece las competencias administrativas de los  municipios mexicanos, en general son casi las mismas que tienen los municipios argentinos, la diferencia principal es que los municipios en México tienen la potestad fiscal del impuesto a la propiedad inmueble (predial). 
Es interesante observar que mientras en Argentina cada Constitución Provincial determina las competencias municipales, en México la Constitución Nacional establece las atribuciones administrativas de todos los municipios del país.
A partir de las diversas reformas constitucionales al artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se determinó que los municipios administrarán libremente su hacienda. En el ámbito de su competencia, los ayuntamientos propondrán a las legislaturas estatales, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. Las leyes de ingresos de los municipios serán aprobadas por la legislatura estatal; las leyes de egresos  municipales por el ayuntamiento, en base a sus ingresos disponibles. Los ingresos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos; su revisión y fiscalización corresponderá a la legislatura estatal. 
Observamos que aunque la constitución mexicana otorga autonomía a los municipios en su hacienda pública, en realidad ésta es relativa, la aprobación de sus ingresos depende de la legislatura estatal. 
Aunque el federalismo suponga que los distintos órdenes de gobierno tienen soberanía para gastar e imponer (Retchkiman 1975, 78), en los hechos esto no sucede tanto en Argentina como en México, los municipios están subordinados a las provincias o estados, y éstos a los gobiernos federales. 
4.- Argentina, coparticipación fiscal: federal y provincial.
En la última reforma a la Constitución Nacional Argentina de  1994 se dispuso la elaboración de una nueva ley de coparticipación entre la nación y las provincias, como esta no se ha creado opera la Ley de Coparticipación 23.548, sancionada el 31 de marzo de 1988, esta ley establece el régimen de coparticipación entre la nación y las provincias, contempla, entre otros, los coeficientes de reparto de la masa distribuible  o coparticipable para todas las provincias. De la masa de recursos que corresponde a las provincias (54.66 por ciento), se reparte en los siguientes porcentajes a cada una de ellas: Buenos Aires 19.93, Catamarca 2.86, Córdoba 9.22, Corrientes 3.86, Chaco 5.18, Chubut 1.38, Entre Ríos 5.07, Formosa 3.78, Jujuy 2.95, La Pampa 1.95, La Rioja 2.15, Mendoza 4.33, Misiones 3.43, Neuquén 1.54, Río Negro 2.62, Salta 3.98, San Juan 3.51, San Luis 2.37, Santa Cruz 1.38, Santa Fe 9.28, Santiago del Estero 4.29 y Tucumán 4.94, Tierra del Fuego y Cd. De Buenos Aires su participación será compatible con los niveles históricos (Ley 23.548, artículo 4). Se establecen porcentajes fijos  de distribución entre las provincias, independientemente  de su recaudación fiscal y aumento de la población. 
4.1 Coparticipación fiscal de las provincias con los municipios argentinos.
Facultades tributarias para las provincias previstas en la ley 23.548 son el manejo de impuestos sobre propiedad inmobiliaria, ingresos brutos, propiedad radicación, circulación o transferencia de automóviles, de sellos y transmisión gratuita de bienes, y los impuestos o tasas provinciales o municipales dispuestas en las normas de creación del gravamen (Ley 23.548 artículo 9). En México el impuesto a la propiedad inmobiliaria es una potestad fiscal de los municipios.
La ley 23.548, no contempla el reparto de la masa distribuible federal directa a los municipios; prevé que las provincias coparticipen a sus municipios parte de los recursos que reciben del gobierno federal, pero no establece porcentajes ni criterios. A la letra señala “se obliga [a las provincias] a establecer un sistema de distribución de los ingresos que se originen en esta ley para los municipios de su jurisdicción, el cual deberá estructurarse asegurando la fijación objetiva de los índices de distribución y la remisión automática y quincenal de los fondos” (Ley 23.548 art. 9 inciso g).

Esta ley federal deja en manos de los gobierno provinciales los criterios  y porcentajes de  distribución de los recursos federales a los municipios. El porcentaje promedio distribuido por las provincias a sus municipios es de 14.8 por ciento, las provincias que coparticipan un menor porcentaje es Chubut (7 por ciento) y San Luis (8 por ciento) y las provincias que coparticipan un mayor porcentaje don Tierra del Fuego (35 por ciento) y Catamarca (25 por ciento), en el siguiente cuadro se puede apreciar los porcentajes de coparticipación de las provincias a sus municipios. Es importante mencionar que las provincias no solo coparticipan los recursos de las transferencias del gobierno federal, también coparticipan impuestos por ingresos brutos y regalías con los municipios (Díaz 2013, 14).
Esta forma de distribución de recursos financieros origina una gran heterogeneidad de sistemas de coparticipación en las provincias y puede generar  abusos en el reparto de dichos recursos a los municipios. Es necesaria  y conveniente una reforma que establezca un mínimo  porcentual de coparticipación de las provincias (recursos de origen federal) a los municipios, para evitar abusos por parte de las provincias y, al mismo tiempo, garantizar cierto nivel de ingresos municipales.

5.- México, coparticipación fiscal: federal y de las entidades federativas.
La reforma de 1980 a la Ley de Coordinación Fiscal le da vida al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal actual, el cual consiste en que las entidades federativas o los estados dejaron de ejercer la mayoría de sus potestades tributarias a cambio de participar de los ingresos federales. Los recursos federales que se transfieren a los estados y municipios se componen de Participaciones que provienen de la Recaudación Federal Participable (ramo 28); y de las Aportaciones  del ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación.

Las  participaciones son transferencias no condicionadas, tienen la finalidad de compartir la recaudación de los impuestos federales con los estados y los municipios. Los recursos de las participaciones compensan a los estados y municipios por la pérdida de sus fuentes tributarias. Además de las participaciones y con independencia de ellas, el gobierno federal transfiere a los estados, DF y municipios, recursos denominados aportaciones, introducidas en la reforma de 1997 a la Ley de Coordinación Fiscal (LCF).  Los fondos de aportaciones se introdujeron con la finalidad de establecer mecanismos para descentralizar el gasto público federal, a través de la transferencia de recursos y responsabilidades  a  estados y municipios. 
Stiglitz concibe al federalismo fiscal como “El reparto de las responsabilidades económicas entre la administración central y las regionales y locales” (Stiglitz 2000, 651)  los argumentos del federalismo fiscal para adoptar una estructura federal son reglas para la asignación de recursos federales entre los órdenes de gobierno, transferencias intergubernamentales de ingreso y modelos que garanticen una estructura fiscal eficiente y equitativa, sin embargo en México el Sistema de Coordinación Fiscal, al quitarle potestades fiscales a los Estados y municipios los ha hecho sumamente dependientes de las transferencias federales y sumamente ineficientes en la recaudación fiscal.
La Ley de Coordinación Fiscal establece que las entidades federativas repartirán a los municipios de su jurisdicción al menos el 20 por ciento de lo que reciben del Fondo General Participable, es decir, de los recursos que reciben por participaciones. Las legislaturas estatales establecerán su distribución entre los municipios en base a sus leyes fiscales (Ley Coordinación Fiscal artículo 6). La federación entregará las participaciones a los municipios por conducto de los Estados, en caso de incumplimiento se prevé la entrega directa por parte del gobierno federal. Además garantiza plazos de entrega de estos recursos; los cuales serán en efectivo e inembargables. La Ley Coordinación Fiscal establece además otros fondos municipales, (El Fondo de Fronteras y Puertos, El Fondo Petrolero para la Fronteras y Litorales, El Fondo de Fomento Municipal). 
En resumen, la Ley de Coordinación Fiscal, establece varios fondos para los municipios y además estipula la obligatoriedad de las entidades federativas  de repartir a los municipios al menos el 20 por ciento de las transferencias federales. A diferencia de la Ley argentina de Coparticipación 23.548 que no establece fondos ni porcentajes de distribución a los municipios, en México la Ley de Coordinación Fiscal, sí determina los recursos que corresponden a los municipios tanto de coparticipación como de fondos municipales.

Conclusión.
El régimen municipal en Argentina esta regulado por cada provincia; en México queda normado por la Constitución Nacional, la cual determina  un solo sistema municipal de modo que  todos los municipios tienen las mismas facultades  independientemente del tamaño o número de población. Se puede afirmar que en Argentina existen 23 regimenes municipales, porque cada provincia les otorga a los municipios facultades diferentes que dependen de la categoría de gobierno local, podemos encontrar desde uno hasta cinco niveles de gobiernos locales. En México existe un solo régimen municipal, independientemente de las características de los municipios.
Cada una de las 23 constituciones provinciales argentinas determinan las competencias de los municipios de su jurisdicción, pero en general éstos se encargan de la construcción y mantenimiento de infraestructura urbana, regulación y control de las actividades que se desarrollan en su territorio y la asistencia de la población en caso de riesgo.
El reconocimiento de la autonomía municipal de la mayoría de las provincias no se ha reflejado en el otorgamiento de atribuciones fiscales. Cada ley de coparticipación provincial establece las facultades fiscales de los municipios, las cuales están en función del tipo de categoría que a éstos se les reconoce. 
En México la Ley de Coordinación Fiscal determina la transferencia de recursos federales a los municipios a través de los estados. Contempla varios fondos municipales, la coparticipación de las participaciones y dos fondos de las aportaciones, además estipula la obligatoriedad de los estados  de repartir a los municipios el 20 por ciento de los recursos de fondos estatales.

Si suponemos que el federalismo reconoce varios órdenes de gobierno en un mismo país, con poderes soberanos para tomar decisiones en los asuntos políticos y económicos, podemos observar que en Argentina y México  el federalismo no brinda soberanía a los gobiernos municipales sino más bien de manera institucional y legal los subordina  a los gobiernos estatales/provinciales y nacionales. De modo que los municipios en ambos países tienen muy poca o nula soberanía y autonomía financiera, por la forma de distribución entre los tres ámbitos de gobierno tanto de las fuentes de ingreso como  la apropiación del producto fiscal.
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